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OPINIÓN JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 19 de agosto de 2021.  

 

-MARCO LEGAL- 

 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa en la que se reforma el Artículo 191 y 

se adicionan los Artículos 191 Bis, 191 Bis 1, 191 Bis 2, y 191 Bis 3 de la Ley 

de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. 

 

Los comentarios que integran el presente documento, en función 

de los alcances y efectos que se pretenden dar a la iniciativa, solo 

constituyen opinión jurídica de este Órgano Jurisdiccional. 
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ANTECEDENTES 

 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 4 de 

agosto de 2021, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

apartado anterior– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto 

de opinión jurídica de este Tribunal.  

 

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 29, celebrada el 11 de agosto del año en curso, se 

dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a 

los Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 30, celebrada el 19 de 

agosto de 2021, se realizó la presente opinión jurídica, en los términos 

que a continuación se exponen:  
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-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA DE LEY- 

 

Previo comentario sobre las contribuciones:  

 

Según lo establece la fracción IV, del artículo 31, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es obligación 

de todos los mexicanos: contribuir a los gastos públicos de la 

Federación, los Estados, la ciudad de México y los municipios en que 

residan; esto de manera proporcional y equitativa según lo dispongan 

las leyes. 

 

Del mismo modo, a nivel estatal, en la Constitución Política para 

el Estado de Guanajuato, su artículo 102 señala que: «la legislación 

fiscal señalará los elementos y la naturaleza de las contribuciones, 

aprovechamientos y productos; (…)». 

 

El código fiscal de la federación, nos aporta en su 2º artículo, 

una definición teórica y legal de los tipos de contribuciones a las que 

pueden estar obligados los sujetos pasivos, así como en su artículo 3, 

define los aprovechamientos; en distinción con las contribuciones: 

 

Artículo 2o.- Las contribuciones se clasifican en impuestos, 

aportaciones de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos, 

las que se definen de la siguiente manera:  

 

I. Impuestos son las contribuciones establecidas en ley que deben 

pagar las personas físicas y morales que se encuentran en la situación 

jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las 

señaladas en las fracciones II, III y IV de este Artículo.  

 

II. Aportaciones de seguridad social son las contribuciones 

establecidas en ley a cargo de personas que son sustituidas por el Estado 

en el cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en materia de 

seguridad social o a las personas que se beneficien en forma especial por 

servicios de seguridad social proporcionados por el mismo Estado.  



 

4 
 

 

III. Contribuciones de mejoras son las establecidas en Ley a cargo 

de las personas físicas y morales que se beneficien de manera directa por 

obras públicas.  

 

 

IV. Derechos son las contribuciones establecidas en Ley por el uso 

o aprovechamiento de los bienes del dominio público de la Nación, así 

como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho 

público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u 

órganos desconcentrados cuando en este último caso, se trate de 

contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley Federal de 

Derechos. También son derechos las contribuciones a cargo de los 

organismos públicos descentralizados por prestar servicios exclusivos del 

Estado.  

 

Cuando sean organismos descentralizados los que proporcionen la 

seguridad social a que hace mención la fracción II, las contribuciones 

correspondientes tendrán la naturaleza de aportaciones de seguridad 

social.  

 

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la 

indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del Artículo 21 de este 

Código son accesorios de las contribuciones y participan de la naturaleza 

de éstas. Siempre que en este Código se haga referencia únicamente a 

contribuciones no se entenderán incluidos los accesorios, con excepción de 

lo dispuesto en el Artículo 1o. 

 

Artículo 3o.- Son aprovechamientos los ingresos que percibe el Estado 

por funciones de derecho público distintos de las contribuciones, de los 

ingresos derivados de financiamientos y de los que obtengan los organismos 

descentralizados y las empresas de participación estatal.  

 

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la 

indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del Artículo 21 de este 

Código, que se apliquen en relación con aprovechamientos, son 

accesorios de éstos y participan de su naturaleza.  

 

Los aprovechamientos por concepto de multas impuestas por 

infracciones a las disposiciones legales o reglamentarias que no sean de 
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carácter fiscal, podrán ser destinados a cubrir los gastos de operación e 

inversión de las dependencias encargadas de aplicar o vigilar el 

cumplimiento de las disposiciones cuya infracción dio lugar a la imposición 

de la multa, cuando dicho destino específico así lo establezcan las 

disposiciones jurídicas aplicables.  

 

Son productos las contraprestaciones por los servicios que preste el 

Estado en sus funciones de derecho privado, así como por el uso, 

aprovechamiento o enajenación de bienes del dominio privado. 

 

Ahora bien, según lo ha establecido la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la jurisprudencia de rubro «IMPUESTOS, 

ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS. DEBEN ESTAR CONSIGNADOS 

EXPRESAMENTE EN LA LEY»1, la constitución federal exige que los 

elementos esenciales del impuesto, «como pueden ser el sujeto, 

objeto, base, tasa y época de pago, estén consignados de manera 

expresa en la ley, para que así no quede margen para la 

arbitrariedad de las autoridades exactoras, ni para el cobro de 

impuestos imprevisibles o a título particular, sino que a la autoridad no 

quede otra cosa que aplicar las disposiciones generales de 

observancia obligatoria dictadas con anterioridad al caso concreto 

de cada causante y el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda 

en todo momento conocer la forma cierta de contribuir para los 

gastos públicos de la Federación, del Estado o Municipio en que 

resida.» 

 

En relación a la propuesta de modificación del artículo 191 de la 

Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato: 

 

Con la propuesta de adición y reforma del citado artículo 191, 

se omiten mencionar las normas y plazos aplicables de la base 

gravable, y la tasa, para el pago del impuesto sobre división y 

lotificación de inmuebles. 

 
                                                           
1
 Jurisprudencia Constitucional, Administrativa de la Séptima Época, Publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Volumen 91-96, primera parte, página 172, registro digital: 232796. 
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Es por ello que se recomienda que el artículo 191 de la  

multicitada Ley de Hacienda permanezca tal y como se encuentra 

hasta ahora.  

 

Lo anterior, derivado de que para el control y recaudación del 

impuesto sobre división y lotificación de inmuebles, se remite 

directamente a las normas y plazos aplicables para la adquisición de 

bienes inmuebles. 

 

Además con la reforma al artículo 191, se realiza una incorrecta  

apreciación de que el impuesto sobre división y lotificación de 

inmuebles se actualiza al momento en que se realiza la división del 

inmueble, así como la expedición del permiso de división. Pues ya que 

el artículo 191 remite a las normas y plazos establecidos para la 

adquisición de inmuebles, queda claro que hay una distinción entre el 

momento en que el municipio otorga el permiso de división, y el 

momento en que se protocoliza en escritura pública; siendo este 

último momento cuando inicia la época de pago del  impuesto; tal 

como lo señala el artículo 184 de la misma ley de Hacienda: 

 

ARTÍCULO 184. Este impuesto deberá pagarse dentro de los treinta 

días siguientes, contados a partir de la fecha del otorgamiento del contrato 

o de los instrumentos en que consta la transmisión de los bienes o derechos 

reales, mediante declaraciones que se presentarán en la Tesorería 

Municipal respectiva, en las formas oficiales autorizadas para tales efectos. 

 

En relación a la propuesta sobre la adición de los artículos 191 

Bis 1, 191 Bis 2 y 191 Bis 3, a la Ley de Hacienda para los Municipios 

del Estado de Guanajuato: 

 

En cuanto a la propuesta de regulación del impuesto por 

constitución de condominio, es preciso señalar lo siguiente: 

 

El Código Territorial del Estado de Guanajuato, en su artículo 2, 

fracción XIV, define el desarrollo en condominio como el «proyecto 

de urbanización de un inmueble, así como la edificación o 

modificación de una construcción o grupo de construcciones en 
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forma vertical, horizontal o mixta a partir de veinticuatro unidades de 

propiedad privativa, para cualquier transmisión de derechos reales, 

en el que existan elementos indivisibles de uso común». 

 

De esta forma en el mencionado Código podemos encontrar 

que la naturaleza jurídica de la división, el fraccionamiento y el 

desarrollo en condominio son distintas; ya que la división es la simple 

partición de un inmueble; el fraccionamiento es la división de un 

inmueble siempre y cuando se requiera del trazo de una o más calles; 

y en el desarrollo en condominio se prevé un proyecto de 

urbanización, a partir de 24 unidades de propiedad privada, y que 

existan elementos indivisibles de uso común (superficie ubicada 

dentro de un desarrollo en condominio, que pertenecen en forma pro 

indiviso a los condóminos, destinada a la realización de obras 

complementarias de beneficio colectivo, relativas a la cultura, 

educación, esparcimiento, deporte o aquéllas de carácter esencial).  

 

Ahora bien, no se deberá confundir el desarrollo en condominio 

con la constitución de un condominio, pues si bien el desarrollador del 

proyecto si constituye una propiedad en condominio, también existen 

otras formas de constituir un condominio sin que ello implique un 

desarrollo.  

 

Es por eso que se considera que la apreciación de quien 

propone la adición es incorrecta al señalar que «se observa que el 

impuesto se causará por la constitución del régimen en condominio, 

que conforme a su definición, es el acto jurídico formal en el que se 

decide adoptar esa modalidad de propiedad», ya que se confunde 

la adopción del régimen de propiedad en condominio, definida en los 

artículos 2 y 4 de la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles 

para el Estado de Guanajuato,  con la forma de división definida ,en 

el Código Territorial del Estado de Guanajuato, en su artículo 2, 

fracción XIV, como desarrollo en condominio. 
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Por lo cual, la simple constitución de un condominio no genera  

obligación de contribución. Entenderlo así resultaría inconstitucional, 

pues la contribución no sería proporcional y equitativa entre los 

desarrolladores y las personas que constituyan condominio por así 

convenir a sus intereses. 

 

 Sin embargo, se podría regular un impuesto por desarrollo en 

condominio como un capítulo nuevo, y sin que lo establecido en el 

actual Capítulo Tercero IMPUESTO SOBRE DIVISIÓN Y LOTIFICACIÓN DE 

INMUEBLES, tenga relación directa con las disposiciones que integren 

el nuevo capítulo, siempre y cuando se consignen de manera expresa 

todos los elementos esenciales del impuesto, como son el sujeto, 

objeto, base, tasa y época de pago. 

 

 

 

A t e n t a m e n t e, 

 

 

Magistrado Eliverio García Monzón  

Presidente del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato 

 

 


